
 

 

 

PRONUNCIAMIENTO DEL CONSEJO DE COORDINACIÓN AMPLIADO 

EXIGIMOS FRENO AL CHANTAJE POLÍTICO QUE AMENAZA A 
LOS DERECHOS INDÍGENAS 

 

Reunidos nuestro Consejo de Coordinación Ampliado con la participación del Consejo 
Directivo Nacional, presidentes de las organizaciones regionales, líderes, lideresas y 
representantes de las juventudes de la Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva 
Peruana (AIDESEP), luego de analizar el contexto nacional y ante el actual proceso de 
“chantaje” político  post crisis política y social, que afectó al pueblo peruano, y en especial a 
los pueblos indígenas amazónicos y andinos, agredidos, amenazados y marginados en 
diversos procesos que se agravan ante la actual debilidad política del Ejecutivo, 
manifestamos a la opinión pública y a las entidades estatales, nuestras demandas y 
propuestas sobre los siguientes puntos: 
  
Chantaje político desde el Congreso de la República: Rechazamos de manera rotunda todo 
acto de chantaje político que se viene impulsando desde el Congreso y denunciamos sus 
peligrosas maniobras que buscan satisfacer intereses subalternos, que se encuentran en 
agenda y buscan aprobar leyes lesivas que atentan contra los derechos del pueblo peruano 
en general, y de los pueblos indígenas y los bosques en la Amazonía. Y, en particular, incluyen 
amenazas a los territorios de los Pueblos Indígenas en Aislamiento y Contacto Inicial (PIACI), 
como es el caso del Proyecto de Ley N° 3518-2022, que generaría el exterminio de nuestros 
hermanos PIACI, así como la autógrafa de ley que pretende modificar a la Ley Forestal para 
favorecer las concesiones forestales, el impulso a la colonización y la expansión de 
agronegocios. ¡Exigimos que el congreso archive estos procesos que podrían generan 
grandes impactos a la vida de los pueblos indígenas y a la gestión forestal sostenible! 
 
Protección y salvaguarda de los PIACI sin condiciones: Demandamos al Estado actuar de 
manera rápida y efectiva ante las maniobras de pseudo-organizaciones que impulsan 
supuestamente “el desarrollo de la Amazonía” y en su afán logran introducir actividades 
extractivas en áreas conservadas como son los bosques que habitan los PIACI. Existen 
evidencias de las mentiras y malos manejos que benefician a las mafias madereras. 
Llamamos al repudio internacional contra esas personas, grupos, congresistas y sus partidos. 
Anunciamos una demanda ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
contra ellos y hacemos un llamado a los gobiernos de Brasil, Colombia y Bolivia a intervenir, 
ya que el genocidio PIACI en Perú los empujará a sus fronteras y países multiplicando la 
violencia social. Asimismo, alertamos a los gobiernos de Alemania, Reino Unido, Noruega y 
Estados Unidos, entre otros, financiadores de espacios subnacionales en Perú frente al 
cambio climático y la deforestación, sobre las propuestas genocidas hacia los PIACI, que 
viene promoviendo el gobierno regional de Loreto y los congresistas que promueven el 
proyecto de ley del genocidio PIACI. 
 
Gestionar los bosques y recursos de manera responsable: Exhortamos a fortalecer y 
promover el manejo forestal comunitario realizado por los pueblos indígenas, respetando 
nuestros derechos e identidad cultural, y promoviendo la inclusión social, la equidad y la 
igualdad de género en la conducción y aprovechamiento de los recursos forestales y de fauna 



 

 

silvestre. Asimismo, pedimos seguir impulsando e implementando la Agenda Forestal 
Indígena priorizando los puntos: 1.- Creación de la Dirección General de Manejo Forestal 
Comunitario en el SERFOR; 2.- Propuestas para evidenciar los terceros en los permisos 
forestales con comunidades nativas y para aplicación de la Responsabilidad Solidaria. 3.- 
Implementación de las Unidades Técnicas de Manejo Forestal Comunitario con los recursos 
necesarios para atender a comunidades en cuencas prioritarias. 4.- Implementar la Regencia 
Forestal Pública Gratuita para el Manejo Forestal Comunitario. 5.- El reconocimiento de los 
Comités de Vigilancia Comunal articulados a la acción del Estado. 
 
Defensa de Defensores: Respaldamos los 17 puntos de la “Declaración de Defensores y 
Defensoras de los Pueblos Indígenas de la Amazonía peruana” y pedimos que se cumplan 
con financiamiento específico y trabajo articulado con las organizaciones indígenas 
regionales y locales, lo que permitirá alcanzar justicia, cárcel y sanción a los asesinos de 
nuestros hermanos y las mafias vinculadas a la minería ilegal, el narcotráfico, la tala ilegal, el 
tráfico de tierras y la corrupción en los gobiernos regionales y locales. 
 
Agenda Grande AIDESEP: Reafirmamos nuestro respaldo a las propuestas para una acción 
unitaria de impulso a la Agenda Grande de AIDESEP, con la finalidad de seguir avanzando los 
temas claves de la Amazonía indígena: seguridad territorial y social con defensa de 
defensores, gobiernos territoriales autónomos, educación y salud intercultural, economía 
indígena alternativa al extractivismo, así como la creación del viceministerio de pueblos 
indígenas en la Presidencia del Consejo de Ministros, la creación del distrito electoral 
indígena, la defensa de los PIACI y la segunda reforma agraria en la Amazonía, entre otros. 
 
Alternativas Climáticas y RIA: Denunciamos la arremetida de empresas y ONG que buscan 
firmar acuerdos con federaciones y comunidades sobre créditos o bonos de carbono, lo que 
es un tema complejo y que necesita ser entendido en todos sus aspectos. AIDESEP convoca 
a sus aliados a generar planes de trabajo para atender las diversas consultas sobre este tipo 
de acuerdos o contratos y exigimos al Ministerio del Ambiente a acelerar el proceso de 
revisión de la propuesta de Registro Nacional de Medidas de Mitigación (RENAMI), que 
permitiría tener más filtros para evitar el aumento de las malas prácticas o piratería de 
carbono. 
 
Programa de Economía Indígena de AIDESEP: Demandamos que los programas del Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) sobre bioeconomía no privilegien a las grandes 
empresas, sino que prioricen nuestras economías comunitarias y el enfoque autónomo al 
respecto; y, en particular, que se reorienten en ese sentido, el proyecto BID con Cofide ($50 
millones), y el del BID-Iniciativa Amazonía, con el Fondo Verde del Clima ($300 millones) y el 
Fondo multidonante ($50 millones). 
 

¡Nos declaramos en alerta y vigilancia permanente para evitar cualquier maniobra 
impulsada desde el Congreso para manipular al Ejecutivo y aprobar leyes lesivas con los 

derechos de los pueblos indígenas y en especial contra los pueblos en aislamiento o 
contacto inicial! 

 

¡Amazonía Viva, Humanidad Segura con Territorios y Derechos colectivos 
Indígenas! 


